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“EVALUACIÓN INTEGRAL: Un camino para analizar los programas sociales del sector público mexicano”
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Resumen: La presente ponencia está orientada a explicar la contradicción en que está inmersa la evaluación como instrumento para valorar los programas públicos del caso mexicano. Es así como se propone la evaluación integral como vía para valorar los resultados e impactos de un programa social de una manera totalizadora , donde el ámbito social y económico interactúen en ambos sentidos  y a lo largo del diseño, implementación, durante el proceso y la evaluación. El objetivo es dar mayor efectividad a los resultados de la evaluación, así como obtener avances reales en la disminución de la pobreza y la desigualdad.
Introducción

Muchas son las contradicciones que envuelven el nacimiento y desarrollo de la evaluación en el seno de la acción pública. Hay avances y retrocesos como resultado de la complejidad del que hacer público en donde se ponen en juego valores e intereses encontrados de múltiples actores involucrados en tal quehacer, los que actúan como distractores para el uso de los resultados de la evaluación de impacto de los programas en la población que se quiere beneficiar, alejándose con ello del objetivo que es  aminorar y /o erradicar la pobreza de amplios sectores de la población.

Es así como la evaluación de los programas sociales deviene en un desarrollo que se da más como una práctica y un ejercicio a realizar, que a obtener  resultados que impacten en la disminución de la pobreza y la desigualdad.

En el caso de México, no es la excepción a tal devenir, la evaluación  de los programas sociales está basada en el cumplimiento de una evaluación sectorizada que analiza la acción pública de manera parcial, donde no se dan mecanismos de articulación  entre sectores  (economía, salud, educación, trabajo). Se trata de una evaluación nada sistemática con propósitos de cumplimiento normativo, que más que sustentar  y apoyar a los tomadores de decisiones, sus resultados están orientados a justificar y legitimar la acción pública. En tal ruta ni cuando acabar o disminuir la pobreza, ni la desigualdad.

Se trata de ubicar una mayor efectividad de los resultados de la evaluación aplicada a los programas sociales, que bajo el criterio de integralidad, sistematicidad y estrategia comprehensiva, se observe y analice las acciones de los programas que implementa un gobierno como un todo articulado e interconectado con los otros sectores que participan en el  actuar social y económico del país.

Evaluación en América Latina

En general y estando de acuerdo con Salas y Murillo, la evaluación surge en el ámbito de las ciencias sociales a partir de la necesidad de conocer el que hacer de las políticas públicas, en específico las acciones sociales, donde los programas sociales son financiados con recursos públicos. Se entiende por programa a la acción pública organizada que está orientada a mejorar el bienestar de la población.
Según N. Neriotti, 2012, la práctica de la evaluación de políticas y programas en América Latina, está caracterizado por 3 momentos históricos: 1.durante la planificación normativa de tipo desarrollista. 2. durante las reformas del Estado orientadas  por el Consenso de Washington. 3. en la etapa del retorno del Estado, del protagonismo de la sociedad civil y de la política. Estos tres momentos históricos en la región se corresponden con: a) la época de desarrollo del Estado de bienestar, vigente hasta la década de los 70; b) el período de aplicación de las políticas neoliberales propias de los 80 y principalmente de los 90; c) el período actual, de reflujo del Estado y de la política.  

La época del estado del bienestar implicó una decidida intervención del estado en las políticas económica y social y la planificación del desarrollo en todas las áreas, la cual incluía ámbitos de seguimiento y evaluación normativa en una fase muy inicial. Finalmente devinieron gobiernos autoritarios-militares que desdibujaron el avance logrado por el estado del bienestar y propició el advenimiento de políticas neoliberales.

Periodo neoliberal, se manifestó en el campo económico (libre mercado, privatización y tercerización de la economía) y en las políticas sociales (gasto social focalizado, políticas compensatorias). Se redujo la participación del estado al mínimo y se fracturó y debilitó la participación de la sociedad civil, con todo ello se replegó la actividad de la planificación desde el estado para dar lugar a la iniciativa privada.

El nuevo milenio, se caracterizó por la presencia de una mayoría de gobiernos progresistas en Latino América y la configuración de nuevos sujetos políticos. El estado retoma el rol de impulsor del desarrollo económico y social, recupera la planificación como actividad orientadora del quehacer nacional, vuelve a tener presencia con una perspectiva diferente a la normativa que imperaba en la primera fase.

Neirotti señala que, en cada una de tales etapas la evaluación ha tenido una función y un desarrollo específico. En el periodo del estado del bienestar en línea con la planificación normativa se organizaron áreas de generación de  información útiles para la toma de decisiones como estadísticas económicas, censos, estadísticas vitales y educativas, pero no se realizaron tareas sistemáticas de evaluación, se enfatizó la tarea de seguimiento y supervisión con interés más en los procesos para el cumplimiento de la norma y los procedimientos con casi nulo espacio para la planificación como tal. Se diseñaban los grandes planes a largo plazo orientados al desarrollo (por ejemplo en Perú, el Plan a Largo Plazo del sector transportes y comunicaciones-10 años); por otro lado  la  evaluación se quedaba en la etapa previa de la implementación de los proyectos en los llamados estudios de factibilidad. No se evaluaban los resultados, efectos y los impactos de las políticas y programas.

En la etapa neoliberal, hubo un impulso a las tareas de evaluación en las políticas públicas. A la par de los procesos de desestatización, privatización, desregulación y capacitación a los agentes de la administración pública, se vio la necesidad de contar con organismos evaluadores para monitorear y valorar los resultados de las políticas en sus nuevas modalidades de gestión.

Posteriormente, devienen las llamadas reformas de primera y segunda generación de la administración pública, donde la evaluación va de la mano de tales procesos con lo cual se hace necesario contar con organismos que monitoreen y valoren los resultados de la aplicación de las políticas en sus nuevas modalidades de gestión. 

Se da pues un fuerte impulso al estudio de  los resultados en el marco de las políticas de modernización del estado y la super valoración del paradigma de la nueva gestión pública, todo ello auspiciado por organismos supranacionales como el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo que están interesados en revertir el déficit fiscal y transformar los modelos productivos hacia una economía abierta. En tal fase, los resultados de la evaluación van  a ser usados para eficientar la gestión del sector público, alcanzar las metas y la calidad del desempeño, bastante lejos de valorar los impactos reales de la aplicación de un programa o política en la población.

El nuevo milenio se va a caracterizar por el desarrollo de una cultura de la evaluación participativa. Con ello se generó una demanda creciente de profesionales asociados a la evaluación, la mayor demanda provino de los organismos internacionales que produjeron actividades destinadas a garantizar las reformas, repitiéndose en la mayoría de los casos los mismos estilos de evaluar con ciertos matices, por tanto la lógica de evaluación  no respondió a las necesidades de los gobiernos ni  a las políticas locales, peor aún no respondió a aliviar con sus resultados a las necesidades de la población empobrecida y marginada.

Frente a tal panorama nos encontramos ante la necesidad de dar una direccionalidad al proceso de la evaluación de programas sociales que  sea más  comprehensiva  y esté orientada al análisis horizontal de las acciones que realizan los diferentes sectores con énfasis en el sector social como económico de un gobierno. Todo ello implica generar nuevos estilos de evaluación más acordes con las metas y propósitos de la política sociales de estado vigente en cada país, lo que implica incursionar a los aspectos políticos de la evaluación que reclaman más efectividad en los resultados de la evaluación, donde la medición de efectos e impactos de las políticas y programas serán los instrumentos que habrá que agudizar y priorizar en los análisis
Evaluación: Caso Méxicano

La experiencia de México en materia de evaluación a programas públicos es bastante irregular en resultados. Las evaluaciones que se realizan incluyen una gran variedad de métodos destacando en ello ausencia de un sistema nacional de evaluación articulado. A lo anterior se suma la existencia de una débil cultura de rendición de cuentas. (Salas y Murillo 2010). 

Por otra parte, la Ley de Planeación obliga a las instituciones públicas a la creación de planes y programas para dar respuesta a las necesidades de la población, misma que incluye a la evaluación como un proceso para medir la eficiencia de las acciones realizadas y los recursos utilizados en pro del bienestar social, más como una manera formal de cumplimiento normativo que realmente para alcanzar objetivos e impactar en las necesidades de la población.

Todo lo anterior, denota una falta de cultura de la evaluación .Es así como en el año 2000 el congreso de México decreta la Ley que obliga a realizar una evaluación anual a los programas implementados por el Ejecutivo. En el año 2001, se crea la Subsecretaría de Desarrollo, Planificación y Evaluación al interior de la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), con el objetivo de evaluar los programas sociales. (Salas y Murillo 2010)

En el 2005, se crea el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), como un organismo público desconcentrado de la administración Federal. El objetivo de este Consejo es normar y coordinar la evaluación de las políticas y programas de desarrollo social. La reticencia de las entidades estatales a dar cuenta de los avances y resultados de los programas sociales en sus respectivas demarcaciones, hizo muy lento el proceso de celebración de Convenios de colaboración técnica y evaluación de políticas sociales  con el Coneval, es así como en el año 2010 sólo seis estados habían celebrado Convenios de los 32 que lo conforman.

El resultado es que se da un limitado panorama evaluativo nacional. Según el Informe de Desarrollo Humano 2011, menciona que para lograr que la evaluación imparcial y sistemática de los programas sociales se generalice, es recomendable que todas las entidades establezcan un marco normativo mínimo y constituyan sus respectivos Comités de Evaluación sin sesgos partidistas y con facultades decisorias.

Un análisis macro revela que la política social en México carece de objetivos precisos, incentivos alineados, eficiencia administrativa, impacto progresivo y evaluación adecuada (De La Torre y Moreno, 2004).

Tal análisis, observó que el gasto social que en principio debería tener un impacto redistributivo, por el contrario actúa con neutralidad, es decir no necesariamente reduce la desigualdad del ingreso. Por otro lado se señala que no existe una evaluación sistemática del impacto de los programas que permita hacer un balance  de la política social en conjunto, en el supuesto de que cada programa está aportando la parte correspondiente al logro del gran objetivo diseñado por la política social de estado. Lo que se observa es que predomina la evaluación enfocada hacia los procesos.

Los planes de gobierno no se tejen en el aire, son resultado de un marco orientador que se traduce en la política de estado que cada país define. La política de estado está plasmada en la política social y económica que para los efectos se diseña.

Según el Informe sobre Desarrollo Humano, 2011, propone para subsanar las deficiencias de la política social,  estructurar el diseño, la operación y la evaluación de la política social a partir del desarrollo de un concepto teórico que explicite el contenido de desarrollo social y los objetivos generales que se busca. Tal concepto fungiría  como el marco orientador de los programas sociales con una conexión lógica entre el concepto teórico y los objetivos y metas por alcanzar. A su vez los objetivos de los programas serían consistentes con las estrategias de los planes de gobierno   En esa misma lógica se ubicaría una evaluación apropiada para medir la efectividad e impacto para conseguir los resultados pretendidos.

Evaluación sectorizada

De acuerdo a la investigación realizada por Vargas (2008), plantea que los procesos de diseño, implementación y evaluación de los programas públicos en  la administración pública mexicana no se encuentran debidamente integrados; no hay conexión entre quienes diseñan la politica y quienes la operan, como tampoco lo hay con la evaluación. Tal desconexión de la evaluación no permite un conocimiento acumulado de la acción lo que impide el mejoramiento del desempeño de los programas y, consecuentemente, evita que la evaluación se consolide como fuente de politicas innovadoras.

En la misma línea añade el autor, que los resultados de las evaluaciones  no impactan ni solucionan los niveles de pobreza que padece un gran sector de la poblacion mexicana, debido a que los programas sociales  estan diseñados a imagen de las acciones filantrópicas de las fundaciones privadas  siendo su signo el ser de orden asistencialista, como tal no están encaminados  a resolver, sino a aliviar ciertos sintomas de la pobreza.

Por otro lado, en  los hechos se observa una fragmentación de la acción pública, escasamente integrada, dominada por intereses particulares  de grupos politicos o partidistas, donde esta ausente una práctica de la evaluación  cuyos resultados sirvan de fundamento para la toma de decisiones y rediseño permanente de los programas públicos.

Tal argumentacion  sirve para explicar la necesidad de que los programas sociales requieren ser analizados  y evaluados con una vision totalizadora e integral de la problemática que enfrentan, donde el ambito social y economico no esten divorciados ya que el uno se explica por el otro y viceversa.

De la misma manera, una revisión de los ordenamientos juridicos que enmarcan a los programas sociales no prevé un proceso integrado de análisis de los resultados de las evaluaciones, como consecuencia no hay nada rescatable y que pueda servir para la toma de decisiones a partir de tal proceso.

Evaluación integral
Los argumentos antes expuestos, invitan a repensar el papel que está jugando  la evaluación en los contextos nacionales. La aplicación de la evaluación, debe contemplar la  necesidad de crear sinergias entre los sectores involucrados en los programas sociales, con ello romper la concepción sectorial existente en el desarrollo de los mismos.

Tomando en cuenta lo anterior, la evaluación integral se va a definir como las acciones orientadas a valorar los resultados e impactos de un programa social de una manera totalizadora, donde el ámbito social y económico interactúan en ambos sentidos, desde el diseño, implementación , proceso de la evaluación.
Se trata de poner en práctica nuevos estilos de evaluación, acordes con las políticas sociales de estado, superando con ello estadios anteriores, en la idea de dar más efectividad a los resultados de la evaluación, donde la medición de efectos e impactos de políticas y programas sean los instrumentos que habrá que priorizar en los análisis y donde sus resultados retroalimenten los procesos de toma decisión en un proceso circular de planeación, ejecución y evaluación.
Conclusión

La complejidad en el cual se desarrolla el que hacer publico, donde se dan valores e intereses encontrados, neutralizan e inhiben  el ejercicio real de la evaluación, desvirtuando asi los resultados de impacto de los programas sociales  alejando con ello el logro del bienestar social  y disminución de la pobreza.

El desarrollo de la evaluacion en America Latina ha estado permeada por los momentos historico-económicos por las que ha atravesado la región, restandole con ello el contenido de impacto de sus resultados, y más bien asignandole un rol de seguimiento y supervision con interes más en los procesos de los programas para asi dar cumplimiento a las normas y los procedimientos.

Los programas sociales en Mexico no actuan en vacio ya que estan orientados por la politica diseñada expresamente por el gobierno. Tales programas adolecen de objetivos precisos, incentivos alineados, eficiencia administrativa, impactos progresivos y evaluación adecuada.

No existe una evaluacion sistematica de impacto de los programas que permita realizar un balance de la politica social en su conjunto, ya que predomina la evaluacion enfocada hacia los procesos.

Los procesos de diseño, implementación y evaluación de los programas sociales en la administración pública mexicana no se encuentran debidamente integrados, no hay conexión entre quienes diseñan la política y quienes la operan, como tampoco lo hay con la evaluación.

Hay la necesidad de dar una direccionalidad al proceso de la evaluación de programas sociales que  se caracterice por ser  integral y comprehensiva, así como que esté orientada al análisis horizontal de las acciones que realizan los diferentes sectores con énfasis en el sector social como económico de un gobierno.
La aplicación de la evaluación, debe contemplar la  necesidad de crear sinergias entre los sectores involucrados en los programas sociales, con ello romper la concepción sectorial existente en el desarrollo de los mismos.

Se trata de poner en práctica nuevos estilos de evaluación, acordes con las políticas sociales de estado, superando con ello estadios anteriores, en la idea de dar más efectividad a los resultados de la evaluación, donde la medición de efectos e impactos de políticas y programas sean los instrumentos que habrá que priorizar en los análisis.
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